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RESOLUCIÓN DE PROCEDIMIENTO SANCIONADOR POR INFRACCIÓN
DE LA NORMATIVA DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES

Resolución RPS-2026/024

Procedimiento Sanciona-
dor

PS-2025/028

Expediente RCO-2023/138

Entidad incoada Ayuntamiento de Láujar de Andarax

Motivo de la reclamación Entrega a terceros de certificación de acuerdos sobre licencias urba-
nísticas de la Junta de Gobierno Local

Artículos afectados Artículo 5.1.c) RGPD

Abreviaturas:
RGPD. REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016 relativo a la
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de es -
tos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (Reglamento general de protección de datos)
LOPDGDD. Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos
digitales.
LOPDP. Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo, de protección de datos personales tratados para fines de prevención,
detección, investigación y enjuiciamiento de infracciones penales y de ejecución de sanciones penales.
LTPA. Ley 1/2014, de 24 de junio, de Transparencia Pública de Andalucía
ESTATUTOS CTPDA. Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Andalucía, aprobados por
Decreto 434/2015, de 29 de septiembre.
LPAC. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas
LRJSP. Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
ENS. Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el Esquema Nacional de Seguridad.

ANTECEDENTES

Primero. Presentación de la reclamación.

1. Con fecha 30 de julio de 2023, tuvo entrada en el Consejo de Transparencia y Protección de
Datos de Andalucía (en adelante, el Consejo) reclamación por una presunta infracción de la
normativa de protección de datos personales.

2. En la misma se expone como motivo de la reclamación:

“  [...]Tengo un juicio contra ([iniciales tercero]) que se esta tramitando en el Juzgado de
Primera instancia  [...] por una reclamación [...]. 
El día dd/mm/aa celebramos audiencia previa, su abogado/a aporto sorpresivamente dos
certificados expedidos por el Ayto de Laujar de Andarax donde constaban dos licencias ur-
banísticas que me fueron concedidas a mi. Tal aportación supone una ventaja procesal
frente a mi en la defensa de mis intereses en dicho juicio.
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La entrega de esos documentos por parte del Ayto sin mi autorización ni permiso supone
una evidente VULNERACIÓN DE MIS DATOS que se ha utilizado para perjudicarme, mas
aun cuando esta información se podía haber solicitado en el juicio a través de un oficio del
juez al propio Ayto, tal y como se prevee el art 269 Ley de Enjuiciamiento Civil. 
Con fecha 24/05/2023 presente ante este ayto una reclamación por esta entrega de docu-
mentación sobre mi persona. La respuesta es absurda pues todas las resoluciones de los
órganos de gobierno de un ayto son publicas, y de lo que se trata es que han facilitado in-
formación ateniente a mi persona sin mi autorización para ser perjudicada ademas en un
juicio. Es evidente que se ha infringido el art.24 y sig del Reglamento Europeo sobre Pro-
tección de datos personales. Intereso por ello se proceda a depurar responsabilidades a
que hubiera lugar o aquellos que fueran procedentes, con imposición de las sanciones a
que tuviera lugar. [...]”.

Se aportaba junto a la reclamación: 

1- Escrito de la persona reclamante, firmado con fecha 2 de mayo de 2023, dirigido al órgano re-
clamado exponiendo la reclamación.
2- Certificados de la Secretaría del órgano reclamado referentes a las licencias urbanísticas obte-
nidas por la reclamante.
3- Respuesta del órgano reclamado al anterior escrito, adjuntando informe  de la Secretaría.

En dicho informe se indica:

“[...]Primera. En primer lugar, hay que indicar que existen dos vías de acceso a la informa-
ción de las Administraciones Públicas recogidas en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (en adelante, LPA-
CAF), esto es, como interesado   o   como ciudadano.  

La primera de las vías se encuentra en el artículo 53.LPACAP, que recoge los derechos de
los interesados en el procedimiento administrativo. Concretamente, en el 53.1 a)
LPACAP se dice:

«Ademas del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en un procedimiento
administrativo tienen los siguientes derechos:

a  ) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos los  
que tengan la condición de interesados; [...]Asimismo, también tendrán derecho a acceder
y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos».

El concepto de interesado aparece recogido en el artículo 4 del mismo texto normativo,
donde se indica:

«Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:
a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o
colectivos.
b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afec-
tados por la decisión que en el mismo se adopte. 
c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados
por la resolución y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución
definitiva».
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La segunda de las vías, si el solicitante no es interesado, el artículo 18.1 e) de la Ley
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local (LRBRL), reconoce a los
vecinos, y no sólo a los interesados en los procedimientos, el derecho a:

“Ser informado previa petición razonada, y dirigir solicitudes a la Administración Municipal
en relación con todos los expedientes y documentación Municipal, de acuerdo con lo pre-
visto en el artículo 105 de la Constitución».

Asimismo, el artículo 70.3 de la LRBRL y el artículo 207 del Real Decreto 2568/1986, de 28
de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y
Régimen Jurídico d e las Entidades Locales (ROF) dispone que:

«Todos los ciudadanos tienen derecho a obtener copias y certificaciones acreditativas de
los acuerdos de las corporaciones locales y sus antecedentes, así como a consultar los ar-
chivos y registros en los términos que disponga la Legislación de desarrollo del articulo
105, párrafo b), de la Constitución. La denegación o limitación de este derecho, en todo
cuanto afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los delitos o la intimi-
dad de las personas deberá verificarse mediante resolución motivada.»

Por su parte, el artículo 13 d) de ia Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Admi-
nistrativo Común de las Administraciones Públicas (LPACAP], dispone:

«Quienes de conformidad con el articulo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administra-
ciones Públicas, son titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos:
[...]
d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información publica y buen
gobierno y el resto del Ordenamiento Jurídico.
[...]
Estos derechos se entienden sin perjuicio de los reconocidos en el artículo 53 referidos a
los interesados en el procedimiento administrativo».

Segunda. Además de estos derechos de todos los vecinos, cabe señalar que en materia de
urbanismo existe la denominada acción pública, así como una serie de derechos reconoci-
dos a los ciudadanos por el artículo 5 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octu-
bre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana
(TRLSRU), que indica lo siguiente:

«Todos los ciudadanos tienen derecho a:

c) Acceder a la información de que dispongan las Administraciones Públicas sobre la orde-
nación del territorio, la ordenación urbanística y su evaluación ambiental, así como obtener
copia o certificación de las disposiciones o actos administrativos adoptados, en los térmi-
nos dispuestos por su legislación reguladora.

d) Ser informados por la Administración competente, de forma completa, por escrito y en
plazo razonable, del régimen y las condiciones urbanísticas aplicables a una finca determi-
nada, en los términos dispuestos por su legislación reguladora.

f) Ejercer la acción pública para hacer respetar las determinaciones de la ordenación terri-
torial y urbanística, así como las decisiones resultantes de los procedimientos de evalua-
ción ambiental de los instrumentos que las contienen y de los proyectos para su ejecución,
en los términos dispuestos por su legislación reguladora,»

Página 3 de 14. Resolución RPS-2026/024, de 09 de abril - PS-2025/028 - RCO-2023/138               
www.ctpdandalucia.es



Documento apto para ser publicado en el Portal del Consejo

Y más concretamente, la acción pública se regula en el artículo 62 de esta norma, que es-
tablece lo siguiente:

«1. Será pública la acción para exigir  ante los órganos administrativos y los Tribunales
Contencioso-Administrativos la observancia de la legislación y demás instrumentos de or-
denación territorial y urbanística,

2. Si dicha acción está motivada por la ejecución de obras que se consideren ilegales, po-
drá ejercitarse durante la ejecución de las mismas y hasta el transcurso de los plazos esta-
blecidos para la adopción de las medidas de protección de la legalidad urbanística. »

Con base a esta regulación, cualquier ciudadano puede tener derecho de acceso a los ex-
pedientes de urbanismo para poder constatar si se cumple con la normativa vigente ya
que, de lo contrario, podrán ejercer la acción pública para su defensa.

Así pues, el hecho de tratarse de expedientes urbanísticos supone un tratamiento especial,
ya que éstos constituyen uno de los escasos supuestos en que nuestro ordenamiento jurí-
dico admite la acción pública; es decir, sin necesidad de acreditar interés propio sino en
defensa de la legalidad urbanística.

Por tanto, de todo lo expuesto, hemos de concluir que, sí que podrá obtener copia de los
acuerdos adoptados por la Junta Local de Gobierno de este Ayuntamiento sobre el asunto
solicitado ya que los acuerdos de la Junta Local de Gobierno son públicos y de acceso a
cualquier ciudadano.”.

Segundo. Traslado previo al Delegado de Protección de Datos (DPD). Arts 37.1 y  65.4 
LOPDGDD. 

1. El  15 de septiembre de 2023 se dio traslado de la reclamación al DPD de la entidad reclamada
para que, en el plazo máximo de un mes, informara en relación con las circunstancias expuestas
en la misma, las medidas existentes en el momento de producirse los hechos, así como de las me-
didas que se hubieran podido adoptar tanto en relación con lo expresado en la reclamación como,
en su caso, para que no se produjeran situaciones similares en el futuro y otras informaciones y
documentación. Igualmente se solicitaba que se informara sobre la legitimación jurídica que ampa-
rara la expedición de los mencionados certificados municipales conteniendo datos personales de
terceros.

2. Con fecha 27 de octubre de 2023, se recibe escrito del DPD de la entidad reclamada ( Comité de
Seguridad de la  Información de la Diputación de Almería), donde manifiesta lo siguiente:

“[...] Una vez estudiada la reclamación, el Comité de Seguridad de la Información de la Di-
putación de Almería, actuando como DPD del Ayuntamiento de Laujar de Andarax, emite el
siguiente INFORME:

 LEGITIMACIÓN JURÍDICA QUE AMPARA LA EXPEDICIÓN DE LOS CERTIFICADOS MUNICIPA-
LES

 Respecto a la legitimación jurídica que ampara la expedición de los mencionados certifica-
dos municipales conteniendo datos personales de terceros, hay que tener en cuenta lo si-
guiente: El artículo 19. 1 h) de La Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-administrativa establece que está legitimado ante el orden jurisdiccional con-
tencioso-administrativo cualquier ciudadano, en ejercicio de la acción popular, en los casos
previstos por las Leyes. 
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Uno de estos casos es el contemplado por el artículo 62 del REAL DECRETO LEGISLATIVO
7/2015, DE 30 DE OCTUBRE, POR EL QUE SE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY
DEL SUELO Y REHABILITACIÓN URBANA, que regula la acción pública en materia de urba-
nismo. 

Por lo tanto, el vecino que solicita los dos certificados expedidos por el Ayuntamiento de Laujar
de Andarax donde constan las licencias urbanísticas que le habían sido concedidas a la recla-
mante, está legitimado, como cualquier ciudadano, para interponer la acción pública en mate-
ria de urbanismo y, por lo tanto, tiene la consideración de interesado. Esto le otorga derecho a
la obtención de los dos certificados expedidos por el Ayto. de Laujar de Andarax donde consta-
ban dos licencias urbanísticas que le habían sido concedidas a la reclamante. Este derecho vie-
ne regulado en el artículo 53 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Adminis-
trativo Común de las Administraciones públicas, que regula los derechos del interesado en el
procedimiento administrativo, y señala en el apartado 1. a) que ”…Asimismo, también tendrán
derecho a acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedi-
mientos.”

 LICITUD DEL TRATAMIENTO

El artículo 6.1.c) del REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLAMENTO EUROPEO Y DEL CON-
SEJO de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que res-
pecta al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que
se deroga la Directiva 95/46/CE (RGPDP), regula, entre las condiciones que habilitan para
que el tratamiento de datos personales sea lícito que “el tratamiento es necesario para el
cumplimiento de una obligación legal aplicable al responsable del tratamiento”. Esta obli-
gación legal proviene del derecho del interesado a la obtención de los dos certificados ex-
pedidos por el Ayuntamiento de Laujar de Andarax donde constan las licencias urbanísticas
que le habían sido concedidas a la reclamante, de conformidad con lo establecido en el ar-
tículo 53 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de
las Administraciones públicas. 

Los datos personales de (persona reclamante) (su nombre y dos apellidos y la ubicación (nom-
bre de la calle y número) de los sitios donde se van a realizar las obras, cuya licencia ha solici-
tado) que figuran en los certificados entregados a [Iniciales de tercera persona], son los im-
prescindibles para que el Ayuntamiento de Laujar de Andarax cumpla la obligación legal que
tiene con el interesado. Por lo tanto, se considera que se cumplen los principios relativos al tra-
tamiento recogidos en el artículo 5 y, en particular, el principio de minimización de datos, es
decir, son los adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para
los que son tratados. 

[...]

En conclusión, el Comité de Seguridad de la Información, actuando como DPD del Ayunta-
miento de Laujar de Andarax, señala que:

 1º- Se considera que [Iniciales de tercera persona] al solicitar los dos certificados expedi-
dos por el Ayuntamiento de Laujar de Andarax donde constan las licencias urbanísticas
que le habían sido concedidas a la reclamante, está legitimado, como cualquier ciudadano,
para interponer la acción pública en materia de urbanismo y, por lo tanto, tiene la conside-
ración de interesado. Esto le otorga derecho a la obtención de los dos certificados expedi-
dos por el Ayto. de Laujar de Andarax donde constaban las dos licencias urbanísticas que
le habían sido concedidas a la reclamante, de conformidad con lo establecido en el artículo
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53.1.a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones públicas, que regula los derechos del interesado en el procedimiento ad-
ministrativo. 

2º El tratamiento de los datos personales de la reclamante se considera lícito, de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 6.1.c) del REGLAMENTO (UE) 2016/679 DEL PARLA-
MENTO EUROPEO Y DEL CONSEJO de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la libre circula-
ción de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE (RGPDP), ya que el Ayun-
tamiento de Laujar de Andarax tiene la obligación legal, como responsable del tratamiento,
de acceder a la petición formulada por el interesado, según lo regulado en el artículo 53 de
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Adminis-
traciones públicas.

Los datos personales de (persona reclamante) (su nombre y dos apellidos y la ubicación
(nombre de la calle y número) de los sitios donde se van a realizar las obras, cuya licencia
ha solicitado) que figuran en los certificados entregados al [tercera persona], son los im-
prescindibles para que el Ayuntamiento de Laujar de Andarax cumpla con la obligación le-
gal de proporcionar el interesado lo que solicita. Por lo tanto, se considera que se cumplen
los principios relativos al tratamiento recogidos en el artículo 5 y, en particular, el principio
de minimización de datos, es decir, son los adecuados, pertinentes y limitados a lo necesa-
rio en relación con los fines para los que son tratados. 
[...] “.

A dicho informe se acompañaba, Decreto del órgano reclamado por el que se aprueba el Registro
de Actividades de Tratamiento de Datos personales,figurando el que nos ocupa  como “3076- Ur-
banismo y Gestión de disciplina urbanística”, y copia de la Resolución de Procedimiento Sanciona-
dor de la Agencia Española de Protección de Datos PS/00080/2020.

Tercero.  Admisión  a trámite  de la  reclamación  y apertura  de Actuaciones Previas  de
Investigación (arts. 65.5 y 67.1 LOPDGDD; Art. 55.2 LPAC). 

El 17 de noviembre de 2023 el Director del Consejo, transcurrido el plazo de tres meses desde que
la reclamación tuvo entrada en este Consejo sin que se hubiera dictado acuerdo expreso en rela-
ción con la admisión o inadmisión a trámite de la misma, acordó el inicio de actuaciones previas
de investigación, a los efectos de lograr una mejor determinación de los hechos y circunstancias
relevantes que justificaran la incoación de un posible procedimiento sancionador. 

Cuarto. Sobre las Actuaciones Previas de Investigación. 

1. Con el objeto de completar la información relacionada con los hechos denunciados, el 20 de no-
viembre de 2023, se requirió al órgano reclamado para que remitiera información y documenta-
ción sobre las causas que habían motivado la incidencia y las actuaciones llevadas a cabo en rela-
ción con la reclamación. 

El Consejo no recibió contestación al respecto.

2. Con fecha 6 de mayo de 2024 y 3 de marzo de 2025 se reiteró el anterior requerimiento al órgano
reclamado.

Con fecha 4 de abril de 2025 tiene entrada en este Consejo, escrito del DPD ( Diputación del Alme-
ría) en el que se indica, a los efectos que nos ocupan:
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“[...] Con fecha 21 de marzo de 2025 se ha solicitado informe a la Sra. Alcaldesa Presiden-
ta del Ayuntamiento de Laujar de Andarax, en relación a la documentación solicitada por el
CTPDA. 

Le remito URL del informe emitido por la Alcaldesa en funciones del Ayuntamiento de Lau-
jar de Andarax, con registro de entrada en la Diputación núm. 27117/2025, de 1 de abril,
sobre la documentación solicitada por ese Consejo. [...]”.

En el enlace señalado, se obtiene el Informe de la Alcaldía del órgano reclamado en el que se indi-
ca:

“[...]Con fecha 26 de abril de 2023, se emitió desde este Ayuntamiento un certificado ad-
ministrativo relativo a una licencia de obra, el cual fue entregado a una persona distinta al
titular de dicha licencia. El solicitante era [relación personal] de la titular de la licencia.
Laujar de Andarax es un pueblo de 1.600 habitantes, por lo que quien tramitó el certificado
era conocedor de su relación de muchos años, pero desconocía que [circunstancia que
afectaba a la relación personal].

CAUSAS

Que la emisión del Certificado a una persona distinta de la titular de la licencia de obra se
produjo es consecuencia de un exceso de confianza en la persona solicitante, y el descono-
cimiento de la situación real [...]

Es objeto de este informe describir el contexto específico de la emisión del Certificado:[...]
A continuación el informe relata diversas circunstancias relacionadas con los recursos huma-
nos disponibles por parte del Ayuntamiento que mermaban su disponibilidad de personal técni-
co del máximo nivel.

“[...] CONSECUENCIAS
En consecuencia del error advertido, este Ayuntamiento ha adoptado las siguientes medi-
das para evitar situaciones similares en el futuro:

•Recordatorio al personal sobre el cumplimiento de la normativa de protección de datos
personales.
•Mejora en la organización y registro de expedientes para facilitar su trazabilidad y acceso
autorizado.
•Mayor coordinación con Diputación Provincial para garantizar soporte técnico y jurídico en
la materia.

CONCLUSIÓN
La incidencia se enmarca en un contexto de limitaciones estructurales y coyunturales, y no
responde en ningún caso a una actuación dolosa. Por ello, se solicita se tenga en cuenta la
justificación ofrecida en este informe y se considere como un hecho puntual, del cual se
han derivado actuaciones correctoras ya en marcha.

El Ayuntamiento de Laujar de Andarax reitera su compromiso con el cumplimiento de la le-
gislación vigente en materia de transparencia, acceso a la información pública y protección
de datos personales.[...]”.

Quinto.  Acuerdo de inicio  de procedimiento sancionador.  (arts.  68 LOPDGDD;  Art.  64
LPAC). 
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1. El 28 de abril de 2025 el director del Consejo dictó Acuerdo de Inicio de procedimiento sancionador
contra el Ayuntamiento de Láujar de Andarax, con CIF NNNNN, por la presunta infracción tipificada
en el art. 83.5.a) RGPD y calificada a efectos de prescripción como muy grave en el artículo 72.1.a)
LOPDGDD,  por vulneración sustancial del articulo 5.1.c) referido al principio de minización en el
tratamiento de los datos personales. 

1. Notificado el acuerdo de inicio al órgano reclamado el 30 de abril de 2025, éste no presentó alega-
ciones. 

Sexto. Propuesta de resolución. (art. 89 LPAC). 

2. Finalizada la instrucción del procedimiento, se procedió a realizar la correspondiente propuesta de
resolución, estableciendo el plazo de diez días para la formulación de alegaciones, de conformidad
con el artículo 89.2 LPACAP y en relación con el artículo 73.1 de la misma norma.

3. Notificada la propuesta de resolución al órgano reclamado el 20 de marzo de 2026, éste no pre-
sentó alegaciones. 

HECHOS PROBADOS

De los documentos obrantes en el expediente y de las actuaciones practicadas, pueden conside-
rarse como hechos probados:

Único. El órgano reclamado facilitó a un tercero dos certificaciones de acuerdos adoptados por la
Junta de Gobierno Local en materia de licencias urbanísticas concedidas a la persona reclamante,
correspondientes a los años aa y aa. En dichas certificaciones constan el nombre y apellidos de la
persona reclamante, así como dos domicilios ubicados en la misma localidad.

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

Primero. Sobre la competencia.

1. De conformidad con lo previsto en el artículo 57.1 y 64.2 LOPDGDD y el artículo 43.1 LTPA en re-
lación con el artículo 3.1 LTPA corresponde a este Consejo como autoridad autonómica de protec-
ción de datos personales y dentro de su ámbito competencial, el ejercicio de la potestad sancio-
nadora y de los poderes previstos en el artículo 58 RGPD. 

2. La competencia para la adopción de esta resolución reside en el Director, conforme al art. 48.1.h)
LTPA y el art. 10.3.i) Estatutos.

3. Debe destacarse a su vez que, en virtud del artículo 16.5 del Decreto 434/2015, de 29 de sep-
tiembre, por el que se aprueban los Estatutos del Consejo de Transparencia y Protección de Datos
de Andalucía, “[e]l personal funcionario del Consejo, cuando realice funciones de investigación en
materias propias de la competencia del Consejo, tendrá el carácter de agente de la autoridad”,
con las consecuencias que de aquí se derivan para los sujetos obligados en relación con la puesta
a disposición de la información que les sea requerida en el curso de tales funciones investigado-
ras.

4. Este procedimiento se inicia como consecuencia de una presunta vulneración de la normativa de
protección de datos por parte de una entidad bajo el control del Consejo en lo que respecta al
cumplimiento de dicha normativa. Por ello, en el presente caso, solo serán analizadas y valoradas
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aquellas cuestiones planteadas por el reclamante, en relación con la materia de protección de da-
tos personales, que queden incluidas dentro de la esfera de responsabilidad de la mencionada en-
tidad. 

Segundo. Sobre el tratamiento de datos personales. 

1. El Art. 2.1. RGPD dispone: “[e]l presente Reglamento se aplica al tratamiento total o parcialmente
automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado de datos personales
contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero”.

2. El Art. 4.1 RGPD  define «dato personal» como “[t]oda información sobre una persona física
identificada o identificable («el interesado»); se considerará persona física identificable toda
persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente, en particular mediante
un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identificación, datos de localiza-
ción, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad física, fisiológi-
ca, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona”.

Los datos personales a los que se refiere la denuncia son identificativos (nombre, apellidos y
domicilio)

3. De acuerdo con el Art. 4.2 RGPD, el tratamiento de datos personales es “cualquier operación
o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales o conjuntos de datos personales,
ya  sea  por  procedimientos  automatizados  o  no,  como la  recogida,  registro,  organización,
estructuración,  conservación,  adaptación  o  modificación,  extracción,  consulta,  utilización,
comunicación  por  transmisión,  difusión  o  cualquier  otra  forma de  habilitación  de acceso,
cotejo o interconexión, limitación, supresión o destrucción”.

En este caso, el tratamiento relacionado con la reclamación es la entrega a terceros de certifi-
caciones de acuerdos sobre licencias urbanísticas de la Junta  de Gobierno Local en las que se
incluyen datos personales.

En relación a las operaciones de tratamiento realizadas la entidad reclamada dispone de Re-
gistro de Actividades de Tratamiento, habiendo informado que aquellas operaciones se en-
marcarían en la actividad de tratamiento de “Gestión de Disciplina Urbanística”. 

4. Por último el  Art.  4.7 RGPD considera responsable  del  tratamiento a aquella  “…autoridad
pública, servicio u otro organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y medios
del tratamiento…” 

El responsable de los tratamientos es el Ayuntamiento de Láujar de Andarax (Art. 4.7 RGPD).

Tercero. Sobre la calificación jurídica de los hechos.

 1. Preceptos infringidos. 

  El artículo 5.1.c) RGPD establece el principio de “minimización de datos”, por el cual los datos
personales serán “ adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines
para los que son tratados” así como protegidos frente a su pérdida, destrucción o daño acci-
dental mediante la aplicación de medidas técnicas u organizativas apropiadas.   Resulta por
tanto necesario valorar si el objetivo perseguido podría haberse alcanzado razonablemente por
otros medios que no implicaran un tratamiento excesivo de datos personales, como sucede en
el caso que nos ocupa.
Así lo prevé también el Considerando 39 del RGPD, cuando indica:
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“ [...]Los datos personales solo deben tratarse si la finalidad del tratamiento no pudiera lo-
grarse razonablemente por otros medios. [...]” 

       
    Así, únicamente deberán tratarse aquellos datos que resulten adecuados, pertinentes y no ex-

cesivos en relación con la finalidad que justifica su obtención o tratamiento. Las categorías de
datos seleccionadas deberán ser estrictamente necesarias para la consecución del objetivo de-
clarado, y el responsable del tratamiento deberá limitarse a recoger exclusivamente la infor-
mación directamente vinculada con dicho fin específico.

       
       A su vez, el artículo 5.2 RGPD dicta el principio de “responsabilidad proactiva”, por el que el

responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento de los principios establecidos
en el artículo 5.1 RGPD, entre ellos el de minimización.

 2. Consideraciones jurídicas sobre la existencia de infracción. 

El artículo 5 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el
texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, dispone:

“Artículo 5. Derechos del ciudadano.
Todos los ciudadanos tienen derecho a:
[...]
c) Acceder a la información de que dispongan las Administraciones Públicas sobre la orde-
nación del territorio, la ordenación urbanística y su evaluación ambiental, así como obtener
copia o certificación de las disposiciones o actos administrativos adoptados, en los térmi-
nos dispuestos por su legislación reguladora.

[...]

f) Ejercer la acción pública para hacer respetar las determinaciones de la ordenación terri-
torial y urbanística, así como las decisiones resultantes de los procedimientos de evalua-
ción ambiental de los instrumentos que las contienen y de los proyectos para su ejecución,
en los términos dispuestos por su legislación reguladora.
 (…)”.

Por otra parte, su artículo 62 señala:

“Artículo 62. Acción pública.

1. Será pública la acción para exigir ante los órganos administrativos y los Tribunales Con-
tencioso-Administrativos la observancia de la legislación y demás instrumentos de ordena-
ción territorial y urbanística.

2. Si dicha acción está motivada por la ejecución de obras que se consideren ilegales, po-
drá ejercitarse durante la ejecución de las mismas y hasta el transcurso de los plazos esta-
blecidos para la adopción de las medidas de protección de la legalidad urbanística.(…)”.

Consecuentemente, la expedición de las certificaciones a la tercera persona viene legitimada
por el cumplimiento de dicha obligación legal de conformidad con el artículo 6.1.c) RGPD que
establece que:

“1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:
[...]
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c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al
responsable del tratamiento;
[...]

Este Consejo no cuestiona la legitimidad de la expedición de los certificados mencionados a fa-
vor de un tercero, en tanto se ajuste al marco normativo aplicable. 

Sin embargo, el acceso a una información que contenga datos personales, por más que esté
amparada en la normativa de procedimiento administrativo, urbanística o de transparencia, si-
gue suponiendo un tratamiento de datos personales. Y ese tratamiento debe regirse también
por la normativa de protección de datos. En este sentido, el artículo 86 RGPD establece expre-
samente que: 

“Los datos personales de documentos oficiales en posesión de alguna autoridad pública o u or-
ganismo público o una entidad privada para la realización de una misión en interés público po-
drán ser comunicados por dicha autoridad, organismo o entidad de conformidad con el Dere-
cho de la Unión o de los Estados miembros que se les aplique a fin de conciliar el acceso del
público a documentos oficiales con el derecho a la protección de los datos personales en virtud
del presente Reglamento”

Esto supone que este tratamiento de datos personales deberá cumplir, en todo caso, con los
principios generales establecidos en el artículo 5.1 del RGPD. Entre ellos, resulta especialmen-
te relevante el principio de minimización de datos, recogido en el  apartado c) del mencionado
precepto, conforme al cual los datos personales deberán ser “adecuados, pertinentes y limita-
dos a lo necesario en relación con los fines para los que son tratados”.

En el contexto analizado, podría estar justificada la comunicación a un tercero de los datos
identificativos del solicitante contenidos en los certificados relativos a licencias urbanísticas,
siempre que dicha comunicación resulte necesaria para la finalidad perseguida. En todo caso,
corresponderá al responsable del tratamiento valorar y justificar la necesidad y proporcionali-
dad del tratamiento en cada supuesto concreto.

De acuerdo con esto, la comunicación de los datos personales consecuencia de la concreta
operación de tratamiento objeto de reclamación, habrá de incluir sólo aquellos datos necesa-
rios en relación con los fines para los que van a ser tratados, toda vez que este es el límite es-
tablecido por la propia normativa de protección de datos. 

De la documentación obrante en el expediente se desprende que, en el presente caso, ni este
Consejo ha apreciado ni el órgano reclamado ha expuesto motivo específico alguno que justifi-
que la necesidad de identificar al titular de las licencias en el certificado expedido, a efectos de
la finalidad perseguida.

Si la finalidad de la expedición de los certificados fuera facilitar el ejercicio de la acción pública
en defensa de la legalidad urbanística, podría resultar necesario que en dichos documentos
consten determinados datos, tales como la ubicación física del inmueble objeto de la licencia
urbanística, así como las características esenciales de la actuación autorizada y las condicio-
nes a las que está sujeta.

En caso de detectarse presuntas irregularidades urbanísticas, ya sea en la ejecución de las ac-
tuaciones o en el cumplimiento de las condiciones impuestas en la licencia, la persona solici-
tante de los certificados estaría legitimada para acudir a la autoridad judicial o administrativa
competente, con independencia de quién ostente la titularidad formal de la licencia.
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Cabe señalar que los datos identificativos de la persona titular de la licencia urbanística ya
obran en poder del Ayuntamiento, como órgano competente para adoptar, de oficio o a reque-
rimiento de la jurisdicción contencioso-administrativa, las medidas oportunas para la protec-
ción o restablecimiento de la legalidad urbanística. Por tanto, y a priori, tales datos no resultan
necesarios para alcanzar la finalidad de control o denuncia de eventuales infracciones urbanís-
ticas, en el marco del ejercicio de la acción pública.

Si bien el órgano reclamado ha aportado razones jurídicas que justifican la expedición de los
certificados solicitados, este Consejo considera que no se ha acreditado una justificación válida
para la inclusión de los datos identificativos de la persona titular de las licencias urbanísticas
en dichos certificados, a la luz del principio de minimización de datos establecido en el RGPD.

En consecuencia, se considera que el órgano reclamado, en su condición de responsable del
tratamiento, podría haber incurrido en un incumplimiento del artículo 5.1.c) RGPD, al haber co-
municado a un tercero datos personales cuya inclusión no resultaba necesaria para la finalidad
perseguida, según lo expuesto en los apartados anteriores.

 3. Tipificación. 

Los hechos atribuidos al órgano incoado, por las razones expuestas, suponen las siguientes
infracciones a la normativa de protección de datos personales: 

El incumplimiento de las disposiciones relativas a "los principios básicos para el tratamiento,
incluidas las condiciones para el consentimiento a tenor de los artículos 5, 6, 7 y 9" del RGPD
tipificada en el artículo 83.5.a) RGPD; calificada a efectos de prescripción en la LOPDGDD como
infracción muy grave por vulneración sustancial/formal del artículo 5.1.c) RGPD “Principio de
minimización” y, en particular, en el artículo 72.1 a) LOPDGDD: 

“a) El tratamiento de datos personales vulnerando los principios y garantías establecidos
en el artículo 5 del Reglamento (UE) 2016/679.”

Cuarto. Sobre la identificación de la entidad responsable (art. 89.3 LPAC).

De conformidad con lo previsto en el artículo 70.1 LOPDGDD, se identifica como entidad responsa-
ble de la infracción, a Ayuntamiento de Láujar de Andarax.

Quinto.  Declaración de la  infracción y medidas a adoptar  (art.  77 LOPDGDD y 58.2
RGPD). 

1. El artículo 77 LOPDGDD establece el régimen sancionador aplicable a determinadas categorías
de responsables o encargados del tratamiento; incluyendo, entre otros a:

“[...]c) [...] las Administraciones de las comunidades autónomas y las entidades que inte-
gran la Administración Local. [...] ”

En el mencionado artículo, en su apartado 2, se señala que:

"Cuando los responsables o encargados enumerados en el apartado 1 cometiesen alguna
de las infracciones a las que se refieren los artículos 72 a 74 de esta ley orgánica, la auto-
ridad de protección de datos que resulte competente dictará resolución declarando la in-
fracción y estableciendo, en su caso, las medidas que proceda adoptar para que cese la
conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido, con excep-
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ción de la prevista en el artículo 58.2.i del Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016.[...]".

Así, de acuerdo con el artículo 77.2 LOPDGDD, procede declarar la infracción o infracciones an-
tes descritas.

2. Por otra parte, en relación con las medidas que proceda adoptar, el artículo 58.2 RGPD dispone
que:

“Cada autoridad de control dispondrá de todos los siguientes poderes correctivos indica-
dos a continuación: […]

d) ordenar al responsable o encargado del tratamiento que las operaciones de tratamien-
to se ajusten a las disposiciones del presente Reglamento, cuando proceda, de una deter-
minada manera y dentro de un plazo especificado;[…]”.

En el caso que nos ocupa procede ordenar a Ayuntamiento de Láujar de Andarax:

- Que adopte las medidas que proceda para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la in-
fracción cometida y para evitar que se produzcan situaciones como la que ha dado origen a la re-
clamación que da origen a este procedimiento

 - Que remita al Consejo, en el plazo máximo de dos meses tras la notificación de la resolución de-
finitiva, la documentación acreditativa de las medidas adoptadas.

Sexto. Notificaciones y comunicaciones. 

En relación con la notificación de la resolución del procedimiento sancionador, el artículo 77.2 LO-
PDGDD dispone que "[l]a resolución se notificará al responsable o encargado del tratamiento, al
órgano del que dependa jerárquicamente, en su caso, y a los afectados que tuvieran la condición
de interesado, en su caso".

Además, el artículo 77.4 LOPDGDD señala que "[s]e deberán comunicar a la autoridad de protec-
ción de datos las resoluciones que recaigan en relación con las medidas y actuaciones a que se re-
fieren los apartados anteriores", y el 77.5 LOPDGDD, que "[s]e comunicarán al Defensor del Pue-
blo o, en su caso, a las instituciones análogas de las comunidades autónomas las actuaciones rea-
lizadas y las resoluciones dictadas al amparo de este artículo".

En consonancia con lo establecido en el artículo 50 LOPDGDD, la resolución que ponga fin al procedi-
miento se hará pública, disociando los datos que corresponda, una vez haya sido notificada a los inte-
resados.

En virtud de todo lo expuesto, el director del Consejo de Transparencia y Protección de Datos de Anda-
lucía dicta la siguiente,

RESOLUCIÓN

Primero. Declarar que el Ayuntamiento de Láujar de Andarax, con  CIF NNNNN, la cometido  la si-
guiente infracción:

- Infracción tipificada en el art. 83.5.a) RGPD y calificada a efectos de prescripción como muy grave
en el artículo 72.1.a) LOPDGDD,  por vulneración sustancial del articulo 5.1.c) referido al principio
de minización en el tratamiento de los datos personales. 
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Segundo. Ordenar a Ayuntamiento de Láujar de Andarax  en relación con las medidas que proceda
adoptar para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la infracción que se hubiese cometido:

- Que adopte las medidas que proceda para que cese la conducta o se corrijan los efectos de la in-
fracción cometida y para evitar que se produzcan situaciones como la que ha dado origen a la re-
clamación que da origen a este procedimiento

 - Que remita al Consejo, en el plazo máximo de dos meses tras la notificación de la resolución de-
finitiva, la documentación acreditativa de las medidas adoptadas.

Tercero.  Que se notifique la presente resolución al órgano infractor.

Cuarto. Que se comunique la presente resolución al Defensor del Pueblo Andaluz, de conformidad con
lo establecido en el artículo 77.5 LOPDGDD

En consonancia con lo establecido en el artículo 50 LOPDGDD, la presente Resolución se hará pública,
disociando los datos que corresponda, una vez haya sido notificada a los interesados.

El incumplimiento de esta resolución podría comportar la comisión de la infracción considerada en el
artículo 72.1.m) LOPDGDD, sancionable de acuerdo con el artículo 58.2 RGPD. 

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía administrativa, cabe interponer recurso potestativo de re-
posición ante este Consejo, en el plazo de un mes, o interponer directamente recurso contencioso-ad-
ministrativo ante el Juzgado de lo Contencioso Administrativo de Sevilla que por turno corresponda, en
el plazo de dos meses, en ambos casos a contar desde el día siguiente al de su notificación, de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos 30.4, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Proce-
dimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en los artículos 8.3 y 46.1 de la Ley
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa.

No obstante, al tratarse de un acto en materia de sanciones, el demandante podrá elegir alternativa-
mente interponer el citado recurso contencioso-administrativo ante el juzgado o el tribunal en cuya cir-
cunscripción tenga aquél su domicilio, siempre entendiendo esta elección limitada a la circunscripción
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de conformidad con lo dispuesto en los apartados se-
gundo y tercero del artículo 14.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-administrativa.

Conforme a lo previsto en el art. 90.3.a) LPACAP, se podrá suspender cautelarmente la resolución fir-
me en vía administrativa si el interesado manifiesta ante este Consejo su intención de interponer re-
curso contencioso-administrativo y traslada al mismo, una vez interpuesto, la documentación que
acredite su presentación. Si el Consejo no tuviese conocimiento de la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo en el plazo correspondiente o en dicho recurso no se solicitara la suspensión cau-
telar de la resolución, se daría por finalizada la mencionada suspensión.

EL DIRECTOR DEL CONSEJO DE TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS DE ANDALUCÍA

La resolución original consta firmada electrónicamente
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